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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 26 DE ABRIL AL 10 DE MAYO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 

 
 
 

ABRIL 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019737  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 17/2019 (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN PENAL EN EL SISTEMA ACUSATORIO. LAS SALAS DEBEN SUPLIR LA 
DEFICIENCIA DE LA QUEJA PARA REPARAR OFICIOSAMENTE VIOLACIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DEL IMPUTADO. 
 
De una lectura del artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales se desprenden dos 
reglas: (i) el órgano jurisdiccional debe reparar oficiosamente las violaciones a derechos 
fundamentales; pero (ii) cuando no se esté en ese supuesto, el órgano jurisdiccional debe limitarse 
al estudio de los agravios planteados, sin tener que fundar y motivar la ausencia de violaciones a 
derechos. Para precisar lo anterior es importante distinguir entre dos momentos diferentes: el 
análisis del asunto y el dictado de la sentencia. Así, aunque las reglas antes descritas cobran vigencia 
al momento de dictar la sentencia de apelación, el Tribunal de Alzada debe analizar la sentencia 
impugnada en su integridad para verificar que no existan violaciones a derechos humanos; y 
posteriormente, al emitir su decisión, debe limitarse al estudio de los agravios, salvo que hubiere 
advertido violaciones a los derechos fundamentales del imputado, en cuyo caso deberá reparar las 
violaciones oficiosamente. Por lo tanto, aunque los Tribunales de Alzada deben analizar toda la 
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sentencia, no tienen el deber de reflejar ese análisis en los considerandos de su decisión. En 
consecuencia, se puede concluir que el Código Nacional de Procedimientos Penales contempla –de 
manera implícita– el principio de suplencia de la queja a favor del imputado. Es importante precisar 
que la facultad de reparar violaciones a derechos de forma oficiosa se encuentra acotada a la 
materia del recurso. En este sentido, la suplencia de la queja no opera del mismo modo en procesos 
abreviados, que en procesos ordinarios. En el primer caso, tal como esta Primera Sala sostuvo en la 
contradicción de tesis 56/2016, sólo puede analizarse la violación a los presupuestos jurídicos para 
la procedencia de esa forma de terminación anticipada del proceso penal. Mientras que en el 
segundo, se podrá analizar cualquier acto que sea materia de la sentencia que resuelva el juicio oral 
y que implique una violación a los derechos fundamentales del acusado, como lo podrían ser, según 
sea el caso: la valoración de pruebas, el estudio de tipicidad, la reparación del daño y la 
individualización de la pena, entre otras cuestiones. Ahora, también debe aclararse que sólo se hace 
referencia a la suplencia de la queja en favor del imputado, por lo que la Primera Sala, en este 
momento, no se pronuncia sobre la aplicabilidad de ese principio en favor de otras partes. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 311/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis contendientes: 
 
El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 329/2016, del que derivó la tesis aislada I.9o.P.164 P (10a.), de título y subtítulo: 
"RECURSO DE APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA 
PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. CUANDO EL RECURRENTE, YA SEA EL PROPIO SENTENCIADO 
O EL OFENDIDO, NO HAGA VALER EN SU EXPRESIÓN DE AGRAVIOS VIOLACIÓN A SUS DERECHOS 
FUNDAMENTALES, EL TRIBUNAL DE ALZADA NO SE ENCUENTRA OBLIGADO A ESTUDIAR DE OFICIO 
LOS ASPECTOS RELATIVOS A LA ACREDITACIÓN DEL DELITO, LA DEMOSTRACIÓN DE LA 
RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA, PARA CONSTATAR SI EXISTE O NO 
DICHA VULNERACIÓN (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 457, 461, 468, 480 Y 481 
CON EL DIVERSO 2o. DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de octubre de 2017 a las 10:16 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, octubre de 2017, página 
2532, registro digital: 2015280. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 298/2016, que dio origen a la tesis aislada 
XVII.1o.P.A.44 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL 
RESPETO A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL SENTENCIADO, OBLIGA AL TRIBUNAL DE ALZADA 
DEL CONOCIMIENTO A ESTUDIAR DE OFICIO LA DEMOSTRACIÓN DE LOS ELEMENTOS DEL DELITO, 
LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA, PARA CONSTATAR SI EXISTE 
VIOLACIÓN O NO A AQUÉLLOS, AUNQUE NO SE HUBIERA ALEGADO EN LOS AGRAVIOS 
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(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 457, 461 Y 481 CON EL DIVERSO 2o. DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 2908, con número de 
registro digital: 2014000. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019714  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXXIV/2019 (10a.)  
 
DAÑO MORAL. SU EXISTENCIA POR LA AFECTACIÓN DEL DERECHO AL HONOR EN SU VERTIENTE DE 
BUENA REPUTACIÓN, NO GOZA DE PRESUNCIÓN, SINO QUE DEBE ACREDITARSE. 
 
El derecho humano al honor, como parte del bloque de los denominados derechos de la 
personalidad, comprende en su dimensión objetiva, externa o social, a la buena reputación, y ésta 
tiene como componentes, por una parte, las buenas cualidades morales o profesionales de la 
persona, que pueden considerarse valores respecto de ella y, por otra, la buena opinión, 
consideración o estima, que los demás tengan de ella o para con ella por esos valores, y que 
constituye un bien jurídico de su personalidad, del cual goza como resultado de su comportamiento 
moral y/o profesional; por ende, la buena reputación sí entraña un derecho que asiste a todas las 
personas por igual, y se traduce en la facultad que cada individuo tiene de exigir que otro no 
condicione negativamente la opinión, consideración o estima que los demás se han de formar sobre 
él. En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
tanto las personas físicas como las morales cuentan dentro de los derechos de su personalidad, con 
el derecho al honor y a su buena reputación, por lo que tienen legitimación para emprender 
acciones de daño moral cuando esos bienes jurídicos son lesionados. Así, cuando se juzguen actos 
ilícitos concretos que potencialmente puedan lesionar el derecho al honor en su vertiente de buena 
reputación, no es acorde con el contenido y alcance de ese derecho sostener que pueda exigirse al 
accionante que demuestre la existencia y magnitud de una previa buena reputación, pues ello 
implicaría negar a ésta la naturaleza de derecho fundamental, además, porque es inherente a ese 
derecho presumirla por igual en todas las personas y en todos los casos, y partir de la base de su 
existencia para determinar si los hechos o actos ilícitos materia del litigio afectaron esa buena 
reputación. Ahora bien, la existencia del daño moral derivado de la afectación a ese derecho es una 
cuestión distinta, respecto de la cual no es posible sentar su presunción, como una premisa 



 

4 
 

inherente a su definición, contenido y alcance, sino que debe acreditarse, porque la presunción de 
daño en que se sustenta la denominada teoría de la prueba objetiva, se justifica en dos razones 
esenciales: 1) la imposibilidad o notoria dificultad de acreditar mediante prueba directa la 
afectación, derivado de la naturaleza intangible e inmaterial de ésta; y, 2) la posibilidad de 
establecer la certeza de la afectación como consecuencia necesaria, lógica y natural u ordinaria, del 
acto o hecho ilícito; condiciones que no necesariamente se actualizan cuando se aduce afectación a 
la buena reputación, ya que ésta implica la existencia de factores o elementos externos y la 
intervención de otras personas, según el tipo de interacción o relación existente entre éstas y el 
afectado, que son susceptibles de expresión material y, por tanto, objeto de prueba directa que la 
acredite. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de enero de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019712  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XXXV/2019 (10a.)  
 
DAÑO MORAL. EL CAUSADO POR AFECTACIÓN A LA BUENA REPUTACIÓN DERIVADA DE REPORTES 
DE CRÉDITO INGRESADOS POR UN USUARIO EN UNA SOCIEDAD DE INFORMACIÓN CREDITICIA, NO 
GOZA DE PRESUNCIÓN. 
 
En el caso de registros de reportes de crédito hechos por un usuario en una sociedad de información 
crediticia que se hubieren declarado ilícitos por referirse a créditos inexistentes, falsos, o tratarse 
de registros irregulares, la existencia de daño moral a la buena reputación del cliente no goza de 
presunción a partir de la acreditación del ilícito, pues de acuerdo con la regulación establecida en la 
Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia, el sistema de los denominados burós de 
crédito, tiene las siguientes características relevantes: 1) es una base de datos privada cuyo acceso 
está restringido a determinadas personas, a saber: entidades financieras, empresas comerciales, 
sociedades financieras de objeto múltiple, entidades no reguladas y el propio cliente, de modo que 
no es un sistema informativo abierto, de acceso o difusión pública, sino que el universo de personas 
que potencialmente pueden consultar la información es reducido; 2) recoge información de 
naturaleza crediticia y la finalidad de su otorgamiento a los usuarios está vinculada a la realización 
de operaciones de crédito, especificidades que permiten advertir que el historial crediticio de una 
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persona física o moral, comúnmente sólo será de interés para su consulta, por parte de un usuario 
que entre en contacto directo con el cliente, en el marco del establecimiento de una operación 
financiera o comercial; 3) el cliente, si es persona física, generalmente tiene el control para 
determinar a qué usuario autoriza para consultar su información, salvo que sea requerida por 
autoridad judicial en un proceso en el que la persona es parte, o por la autoridad hacendaria federal 
para los fines que permite la ley, y si es persona moral, mantiene ese control de acceso a su 
información cuando los créditos reportados no superen cuatrocientas mil unidades de inversión; 4) 
cuando el cliente esté en desacuerdo con un reporte de crédito por considerarlo irregular, 
incorrecto, inexistente o falso, puede reclamarlo en cuanto tiene conocimiento del mismo, y a partir 
de ese momento, dicho reporte de crédito se identifica en la base de datos como impugnado a 
través de la clave correspondiente, lo que permite al usuario que consulta el historial crediticio de 
una persona física o moral en ese intervalo de la reclamación, saber que en relación con ese registro 
existe una disputa entre el cliente y el acreedor; y 5) la información crediticia de una persona física 
o moral habida en el sistema, es ponderable por el usuario que la consulta, para los efectos de la 
operación financiera o comercial que tiene o pretende establecer con el cliente, pero queda 
enteramente a su voluntad decidir si esa información determina la celebración o no del acto jurídico 
o si ésta incidirá en sus términos y condiciones; incluso, dado que existe un contacto directo entre 
usuario y cliente, que permite el diálogo sobre los reportes de crédito, si el usuario determinara no 
celebrar la operación financiera o comercial derivado de dicha información, así debe informarlo 
expresamente al cliente, de modo que existirá una manifestación material de la afectación 
susceptible de ser acreditada con prueba directa. De las anteriores notas se advierte que, el daño 
moral por afectación a la buena reputación del cliente no se genera indefectiblemente por la mera 
existencia del reporte de crédito que finalmente resulte ilícito, ya que no se puede establecer que 
en todos los casos la información crediticia trascenderá o tendrá un efecto negativo en la opinión, 
consideración o estima que el usuario llegue a formarse del cliente en el ámbito financiero o 
comercial crediticio, de ahí que no sea consustancial al derecho presumir la existencia de ese tipo 
de daño. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de enero de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019699  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de abril de 2019 10:30 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 12/2019 (10a.)  
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AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO ADSCRITO AL TRIBUNAL DE 
APELACIÓN RESPONSABLE, NO TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO EN SU CARÁCTER DE 
TERCERO INTERESADO. 
 
Los artículos 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo establecen la figura del amparo adhesivo, con el 
propósito de que pueda promoverlo la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga 
interés jurídico en la subsistencia del acto reclamado, para fortalecer las consideraciones vertidas, 
con el objeto de no quedar indefensa al momento en que se resuelva el amparo principal; cuando 
existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar sus defensas, trascendiendo al resultado 
del fallo; y para controvertir las consideraciones que concluyeron en un punto decisorio que le 
perjudicó. En ese sentido, para determinar la legitimación del accionante del amparo adhesivo, se 
tienen dos elementos fundamentales previstos en la Constitución Federal y en la Ley de Amparo: el 
primero consiste en la calidad de parte en el juicio de amparo –quien obtuvo sentencia favorable– 
y, el segundo, en que se tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado. Así, la legitimación 
está determinada por la concurrencia de esas dos condiciones necesarias y conjuntamente 
suficientes, ya que se necesita revestir la calidad de parte y gozar de interés jurídico para 
promoverlo, razón por la cual, si bien el Ministerio Público adscrito al órgano jurisdiccional 
responsable es parte tercero interesada en el juicio de amparo, en términos del artículo 5o., fracción 
III, inciso e), de la ley de la materia, ese elemento es insuficiente para conferirle el ejercicio de la 
acción de amparo adhesivo, porque carece de la diversa condición necesaria relativa al interés 
jurídico en que subsista el acto reclamado, ya que no puede considerarse que sea titular de un 
derecho público subjetivo, ni que demuestre una afectación real y actual a su esfera jurídica, en 
forma directa, pues por mandato constitucional es el encargado de realizar la investigación de los 
delitos y ejercitar la acción penal ante los tribunales, además de que debe velar para que los juicios 
se sigan con toda regularidad a fin de que la administración de justicia sea pronta y expedita, así 
como pedir la aplicación de las penas, sin que ello implique gozar del interés jurídico necesario para 
instar el amparo adhesivo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 331/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 3 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el 
amparo directo 82/2016, del que derivó la tesis aislada II.2o.P.23 K (10a.), de título y subtítulo: 
"AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. LA INSTITUCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 182, EN 
RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 5o., 6o. Y 7o., TODOS DE LA LEY DE LA MATERIA).", publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo II, diciembre de 2016, 
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página 1680, con número de registro digital: 2013308 y en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 49/2017, del que derivó la tesis aislada III.2o.P.120 P (10a.), de título y 
subtítulo: "AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 
ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLO, AL TENER RECONOCIDO EL CARÁCTER DE PARTE EN EL 
JUICIO CONSTITUCIONAL.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2047, con número de registro digital: 2016073 y en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2018 a las 10:27 horas. 
 
Tesis de jurisprudencia 12/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

MAYO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019792  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 03 de mayo de 2019 10:08 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 21/2019 (10a.)  
 
NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE ADMITE EL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES EN JUICIOS 
MERCANTILES ORDINARIOS O EJECUTIVOS. DEBE ORDENARSE DE MANERA PERSONAL A LA 
CONTRAPARTE DE QUIEN LO PROMOVIÓ. 
 
El Código de Comercio no establece expresamente la forma en que debe notificarse el auto que 
admite el incidente de liquidación de intereses; no obstante, para despejar esa cuestión no es 
necesario acudir a la supletoriedad de la ley, pues dada la importancia de la referida notificación, 
ésta se asemeja o equipara al emplazamiento al juicio, atento a los caracteres relevantes que tiene 
el incidente de liquidación de sentencia (entre ellos, el de intereses), ya que sin desconocer la 
vinculación que existe entre el incidente y el juicio principal al constituir el primero una litis accesoria 
o derivada de los derechos sustanciales reconocidos en la sentencia con la imposición de condenas 
ilíquidas, y que por ello, dicho incidente sea una extensión del juicio; lo cierto es que, también se 
erige como un auténtico procedimiento contencioso, autónomo del juicio principal en cuanto tiene 
una litis propia en materia de cuantificación de las condenas, y una tramitación independiente, con 
una estructura procesal equiparable a la de un juicio en la que cobran aplicación todas las 
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formalidades esenciales de un procedimiento, y en esa medida, la notificación de la liquidación a la 
contraparte del promovente resulta crucial para que aquélla ejerza su derecho de defensa; de ahí 
la necesidad de la notificación personal referida, que válidamente puede fundarse en el artículo 
1,068 Bis del Código de Comercio, atento al principio general de derecho que consagra que donde 
existe la misma razón debe regir la misma disposición. Por tanto, la notificación del auto que admite 
el incidente de liquidación de intereses, dentro de la ejecución de un juicio mercantil ordinario o 
ejecutivo, debe practicarse de manera personal a la contraparte de quien lo promovió, pues es 
necesario asegurar que la propuesta de liquidación sea entregada, a fin de que pueda estar en 
aptitud de expresar cualquier inconformidad sobre su contenido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 172/2018. Entre las sustentadas por el Pleno del Quinto Circuito, el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito, el entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, con residencia en Villahermosa, 
Tabasco y el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 23 de enero de 2019. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia Román Silva. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver el amparo 
en revisión 368/2017, en el que determinó que en un juicio ordinario mercantil, el auto que admite 
el incidente de liquidación de intereses, no debe notificarse personalmente al condenado. 
 
El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 183/1994, del que 
derivó la tesis aislada XX. 367 C, de rubro: "INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES. DEBE DE 
NOTIFICARSE EN FORMA PERSONAL A LA DEMANDADA LA PROMOCIÓN RESPECTIVA DEL. 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo XIV, septiembre de 1994, materia civil, página 345, registro digital: 210519. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de mayo de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019831  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXVI/2019 (10a.)  
 
PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADA DE LA TERMINACIÓN DEL CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 291 
QUINTUS, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO, VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
En los artículos 288 y 291 Quintus, último párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, se prevé que para los casos de divorcio y de terminación de concubinato 
el excónyuge o el exconcubino que haya desarrollado una dependencia económica durante la 
relación y tenga necesidad de percibir alimentos, podrá exigirlos. Además, señalan que dicha 
obligación será periódica y por un monto fijado atendiendo a las necesidades del acreedor y las 
posibilidades del deudor. En el mismo tenor, prevén que la obligación subsistirá por un lapso igual 
al que duró la relación de matrimonio o concubinato, según sea el caso, salvo que se actualice 
diversa causal de extinción dispuesta en dicho ordenamiento legal. De lo anterior se desprende que 
la finalidad de la subsistencia de la obligación alimentaria una vez terminada la relación de que se 
trate –matrimonio, concubinato– coincide en que es una medida de protección para aquel miembro 
de la unión familiar, que por alguna razón no tiene la posibilidad de allegarse alimentos, derivado 
de la dinámica interna del grupo familiar. Ahora bien, no obstante que la finalidad de la subsistencia 
alimentaria coincide en ambas figuras, el legislador local previó un tratamiento diferenciado en 
cuanto al periodo o plazo durante el cual es exigible la pensión alimenticia; así en el caso del 
matrimonio este derecho se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del 
matrimonio, por lo que mientras transcurra ese término siempre podrá ejercitarse el derecho a 
obtener una pensión alimenticia, en cambio, en el concubinato, se prevé que este derecho podrá 
ejercitarse sólo durante el año siguiente a la cesación del concubinato. Luego, el citado artículo 291 
Quintus, último párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, 
vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación, toda vez que la diferencia de trato entre 
cónyuges y concubinos en relación con el plazo para solicitar pensión no está justificada, pues la 
finalidad de ambas figuras es equilibrar las distintas realidades económicas en que se colocan las 
personas por una determinada distribución de las labores familiares durante el tiempo que duró el 
vínculo, independientemente de la forma en que hayan decidido unirse. Por lo que, a la luz del 
derecho de las personas para acceder a un nivel de vida digno, resulta discriminatorio que las que 
decidieron unirse en matrimonio cuenten con un plazo flexible que atiende a la duración del vínculo 
matrimonial para exigir una pensión compensatoria, mientras que los concubinos están limitados a 
ejercer su derecho en un plazo de un año, sin que la duración de su unión familiar sea relevante. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5630/2017. Georgina Ramírez Pérez y otra. 10 de octubre de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
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Amparo directo en revisión 3703/2018. María Gabriela Canseco Ochoa y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019827  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. XXXVIII/2019 (10a.)  
 
LIBERTAD ANTICIPADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. 
LAS PERSONAS QUE FUERON CONDENADAS BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ PUEDEN 
SOLICITARLA. 
 
El precepto citado establece el beneficio preliberacional de libertad anticipada, la cual extingue la 
pena de prisión y otorga la libertad al sentenciado bajo ciertos requisitos que debe observar el Juez 
de ejecución –autoridad judicial especializada del fuero federal o local, competente para resolver 
las controversias en materia de ejecución penal–, con la salvedad de que no gozarán de la libertad 
aludida los sentenciados por delitos en materia de delincuencia organizada, secuestro y trata de 
personas. Ahora bien, conforme al régimen transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal y al 
principio de interpretación más favorable para la persona, contenido en el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ese beneficio constituye un mecanismo de 
control jurisdiccional que impacta en un aspecto sustantivo vinculado directamente con la libertad 
personal, la igualdad de los sentenciados y su derecho a la reinserción social, por lo que no es dable 
el desechamiento de plano de los incidentes promovidos por personas que fueron condenadas a 
través de procedimientos iniciados durante el sistema procesal penal tradicional, bajo el argumento 
de que se actualiza la excepción contenida en el artículo cuarto transitorio del decreto de reforma 
constitucional que implementó el nuevo sistema de justicia penal acusatorio y oral, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación, el 18 de junio de 2008. De ahí que las personas que fueron 
condenadas bajo el sistema procesal tradicional pueden solicitar la libertad anticipada prevista en 
el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, para que el Juez de ejecución competente 
sustancie el incidente respectivo y determine si es dable o no que el solicitante obtenga dicho 
beneficio conforme a los requisitos que establece el propio artículo 141 y el debate que sostengan 
las partes durante el desarrollo de la audiencia, en los términos del procedimiento jurisdiccional 
previsto en la ley referida. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez. 23 de enero de 2019. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes 
formularon voto de minoría. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz 
Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019822  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 2/2019 (10a.)  
 
HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR TESTAMENTO O INTESTADO POR RAZÓN DE LA 
ACUSACIÓN DE DELITO CONTRA EL AUTOR DE LA SUCESIÓN O DE QUIENES PREVEA EL CÓDIGO CIVIL 
RELATIVO, SÓLO SE ACTUALIZA CUANDO LA DENUNCIA SE INTERPONGA EN VIDA DE AQUÉL A 
EFECTO DE QUE PUEDA PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN, 
DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Existen diversas causas de incapacidad para heredar, entre ellas, la prevista en los artículos 1213, 
fracción II, del Código Civil para el Estado de Nuevo León; 1316, fracción II, del Código Civil para el 
Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, vigente hasta el 18 de diciembre de 2014, y 
2653, fracción II, del Código Civil para el Estado de Tlaxcala. Ellos disponen esencialmente, que es 
incapaz de heredar por testamento o por intestado, el que haya hecho contra el autor de la sucesión, 
sus ascendientes, descendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien viva en concubinato, 
acusación de delito que merezca pena de prisión, aun cuando aquélla sea fundada, a no ser que ese 
acto haya sido preciso para que el acusador salvara su vida, su libertad, su honra o la de sus 
descendientes, ascendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien viva en concubinato, 
situación que exceptúa la necesidad de obtener el perdón del autor de la sucesión. En ese sentido, 
la incapacidad para heredar por razón de la acusación de delito, tratándose de testamento o 
intestado, sólo se actualiza cuando la denuncia contra el autor de la sucesión o de las personas que 
prevea la fracción II de los artículos referidos, se interponga en vida de aquél, para que exista la 
posibilidad de que otorgue su perdón al ofensor, ya sea de forma expresa, por declaración auténtica, 
por hechos indubitables o, en caso de que el ofendido instituye heredero al ofensor, revalide su 
institución anterior con las solemnidades requeridas. Ello, con el propósito de que recupere su 
capacidad para heredar, pues sería ilógico que ya difunto resintiera un agravio por acusación de 
delito o que pudiera perdonarlo, pues dicha circunstancia resultaría imposible, pues sólo el autor de 
la sucesión es quien tiene la facultad para otorgar el referido perdón o instituirlo como heredero, al 
ser titular de la masa hereditaria susceptible de ser heredada. Lo anterior, ya que los preceptos de 
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referencia no deben interpretarse en forma aislada, sino sistemática con los demás artículos que se 
relacionan con la incapacidad para heredar, lo que es correlativo con las normas correspondientes, 
referentes a que para que el heredero pueda suceder, basta que sea capaz al tiempo de la muerte 
del autor de la sucesión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 239/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. 28 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 110/2011, del que derivaron las tesis aisladas I.3o.C.1017 C (9a.) y I.3o.C.1018 C (9a.), de 
rubros: "INCAPACIDAD PARA HEREDAR. LA OFENSA AL AUTOR DE LA SUCESIÓN Y A SUS 
DESCENDIENTES, DEBE SER EN VIDA DE AQUÉL." y "DENUNCIA DEL DELITO QUE GENERA 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL).", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 5, enero de 2012, páginas 4481 y 4333, con números de 
registro digital: 160402 y 160416, respectivamente. 
 
El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 302/2003, sostuvo la tesis aislada I.11o.C.81 C, de rubro: "HEREDEROS. LA 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR ACUSACIÓN DE DELITO SE ACTUALIZA CANDO ÉSTA SE PRESENTA 
EN VIDA DEL AUTOR DE LA SUCESIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRTO FEDERAL).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, octubre de 2003, página 
1019, con número de registro digital: 183052. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el juicio de amparo directo 635/2011 (cuaderno auxiliar 
715/2011), dictado en apoyo del Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, del que derivó la 
tesis aislada VII.2o.(IV Región) 2 C (10a.), de rubro: "HEREDEROS. LA DENUNCIA POR HECHO 
DELICTUOSO CONTRA LOS ASCENDIENTES, DESCENDIENTES, HERMANOS, CÓNYUGE O CONCUBINA 
DEL AUTOR DE LA HERENCIA Y QUE ACTUALIZA LA SANCIÓN DE INCAPACIDAD PARA HEREDAR, DEBE 
EFECTUARSE EN VIDA DEL DE CUJUS A EFECTO DE QUE PUEDA PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE TLAXCALA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro IX, Tomo 2, junio de 2012, página 873, número de registro digital: 2000982. 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 282/2015, determinó que para la pérdida de la capacidad para heredar por delito, 



 

13 
 

podía actualizarse aun cuando la denuncia se interpusiera después de la muerte de la sucesión, ya 
que no era necesario que dicho autor resintiera agravio alguno, pues lo que provoca la pérdida del 
derecho a heredar es la ingratitud, además de que para recuperar el derecho de suceder podría 
darse el supuesto de demostrar que si acusó a alguno o algunos de los coherederos fue para salvar 
su vida, su honra, o la de sus descendientes, ascendientes, hermanos o cónyuge. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de enero de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de mayo de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2019817  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. XXXVII/2019 (10a.)  
 
BENEFICIOS PRELIBERACIONALES PREVISTOS EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. LAS 
PERSONAS CONDENADAS BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ PUEDEN SOLICITARLOS. 
 
Conforme a los artículos transitorios de dicha ley, la intención del legislador al emitirla fue derogar 
los distintos beneficios preliberacionales previstos tanto en el Código Penal Federal como en las 
legislaciones especiales de la Federación y las relativas a las entidades federativas, para que sólo 
fueran aplicables los establecidos en la Ley Nacional de Ejecución Penal. De igual forma, dispuso que 
los procedimientos que se encuentren en trámite a su entrada en vigor, deberán sustanciarse en 
términos de la legislación vigente al inicio de éstos, pero aplicando los mecanismos de control 
jurisdiccional previstos en la ley nacional aludida, de acuerdo con el principio de mayor beneficio 
para la persona contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Ahora bien, los beneficios preliberacionales, al constituir mecanismos de control 
jurisdiccional, no impactan en un tema procesal sino en un aspecto sustantivo al estar vinculados 
directamente con la libertad personal, la igualdad de los sentenciados y su derecho a la reinserción 
social, de ahí que no sea aplicable la excepción contenida en el artículo cuarto transitorio del decreto 
de reforma constitucional que implementó el sistema de justicia penal acusatorio y oral, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. Por ende, si esos beneficios inciden en 
las afectaciones a la libertad personal derivadas de la pena que el legislador considera necesaria 
para cumplir con los fines sustantivos de ésta, no hay razón para dar un trato desigual a los 
condenados bajo sistemas procesales distintos, si los beneficios introducidos por la Ley Nacional de 
Ejecución Penal resultan más favorables a los solicitantes conforme al referido principio. Así, el 
referente para su otorgamiento que prevé esta ley, no radica en el sistema procesal en que fueron 
juzgados los peticionarios de la medida, sino en que ésta les sea más benéfica. Por lo tanto, en 
atención al régimen transitorio aludido y al principio de interpretación más favorable para la 
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persona, los beneficios preliberacionales contenidos en la Ley Nacional de Ejecución Penal sí pueden 
ser solicitados por personas condenadas bajo el sistema procesal penal tradicional, porque 
constituyen mecanismos de control jurisdiccional y no existe justificación alguna que permita 
negarles el acceso a los beneficios de los que actualmente gozan los sentenciados bajo el sistema 
procesal penal acusatorio oral, pues se encuentran en idénticas condiciones de reclusión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez. 23 de enero de 2019. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes 
formularon voto de minoría. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz 
Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


